STJSL-S.J. – S.D. Nº 093/20.-

-En la Provincia de San Luis, a veintisiete días del mes de mayo de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “MAIDANA, JOSÉ ADOLFO s/ POSESIÓN VEINTEAÑAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. N° 174278/5.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:
I) ¿Es procedente el Recurso de Inconstitucionalidad planteado?

II) En su caso, ¿Qué resolución corresponde dictar?
III) ¿Cuál sobre costas?
IV) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?
V) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

VI) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

VIII) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN, dijo: 1) Que mediante S.I. Nº 273/18 de fecha 16/08/18 (actuación N° 9794813) este Superior Tribunal concedió el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad, por la causal no reglada de arbitrariedad, interpuesto por la parte demandada (actuación N° 4954471 de fecha 03/12/15) en contra de la Sentencia Definitiva N° 55, de fecha 06/11/15 (actuación N° 4820451), mediante la cual, la Excma. Cámara de Apelaciones, Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial de la Provincia de San Luis, resolvió: “Hacer lugar al recurso interpuesto por el actor, y en consecuencia, revocar la S.D. N° 149, de fecha: 29/09/14 haciendo lugar a la demanda interpuesta y declarando que se ha adquirido el dominio del inmueble relacionado en autos por usucapión a favor del actor JOSE ADOLFO MAIDANA, de condiciones generales obrantes en el presente, en los términos de los arts. , 2351, 2377, 2378, 2379, 2384, 2394, 2395, 2396, 2398, 41015 y 4016 y cctes. del Código Civil, y Leyes 14.159, modificada por D/Ley 5657/58, 17.711 y 17.940, y arts. 242, 271, 272, 319/330 del CPC y C. y arts. 210 y 211 de la C. Provincial, disponiendo la inscripción, a su nombre en el Registro de la Propiedad inmueble, Dirección de Geodesia y Catastro, Dirección Provincial de Rentas, y Municipio correspondiente, con expedición de testimonio certificado de la misma”.
Que en la postulación recursiva (actuación Nº 4954471 de fecha 03/12/15) la recurrente arguye que la resolución recurrida adolece de graves defectos de donde resulta con toda certeza que no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con relación a las constancias comprobadas de la causa, lo que le quita todo fundamento, resultando sostenida únicamente en la voluntad de los Jueces que la dictaron.
Refiere que la sentencia resulta arbitraria por cuanto a través de un desarrollo y análisis confuso, omite considerar cuestiones esenciales de la naturaleza y alcance del proceso y la aplicación de las normas de fondo vigentes.
Expresa que lo que ha dicho acertadamente la Juez a- quo, es que el actor ha reconocido su calidad de condómino, al firmar con otros condóminos un acta ante el Juez de Paz de fecha 5/2/2007, en la que acuerda con el Sr. Franco poner fecha tentativa para dividir el condominio del inmueble que allí menciona y que coincide con el inmueble objeto de las presentes actuaciones, por lo que ante tal reconocimiento y en virtud de la doctrina de los actos propios, resulta incompatible la calidad de condómino, con la pretensión puesta en marcha en esta causa de ser declarado propietario exclusivo del inmueble.
Sostiene que el reconocimiento de la existencia de condominio resulta incompatible con el "ANIMUS DOMINI", requisito esencial para que se opere la prescripción adquisitiva de dominio y si reconoce la existencia de dominio en otra persona, desaparece la pretensión de dueño exclusivo que implica la adquisición de dominio por prescripción, y por tanto deviene inexorable el rechazo de la demanda.
También expresa que la Juez a-quo correctamente ha señalado que en la causa: “FRANCO, JORGE ADOLFO c/ MAIDANA, ROSA y OTROS s/ DIVISIÓN DE CONDOMINIO”, Expte. 175205/7, que tramita por ante el juzgado a su cargo, en la que resulta demandado el actor JOSE ADOLFO MAIDANA (quien ha tomado participación en la misma), ha sido suspendida para dictar sentencia inter se resuelva la presente, cuestión que evidencia la vinculación entre ambas. Y ello por cuanto las demandadas en estos autos, PETRONA ETELVINA MAIDANA y PURA CELMIRA MAIDANA, han cedido los derechos indivisos que le correspondían sobre el  inmueble objeto de autos, al Sr. FRANCO JORGE ADOLFO, en fecha 22/6/2004.
Señala que la sentencia de la Cámara incurre en un error inexcusable de derecho omitiendo aplicar el art. 2353 del Código Civil, actual art. 1915 del CC y C., el cual resulta de aplicación obligatoria porque estamos en presencia de un condominio indiviso, en el que el actor entra en la posesión conjuntamente con sus hermanos coherederos en oportunidad del fallecimiento de su padre JOSÉ MAIDANA y al tramitarse el juicio sucesorio recibió en condominio indiviso con sus hermanos una cuota parte del inmueble como heredero de su padre  y en el año 1991 por compra en condominio con sus hermanos, a MARIO REYES ALUME.
Manifiesta que toda la prueba rendida en autos se reduce a la declaración de cuatro testigos y al reconocimiento judicial del inmueble, resultando la misma insuficiente porque el dominio corresponde a varias personas en condominio indiviso y de tal manera, el actor debió decir clara y concretamente en qué fecha comenzó a poseer no como condómino, sino considerándose propietario exclusivo del inmueble y cuáles fueron los actos que pusieron de manifiesto a los condóminos su decisión de prescribir para sí, toda vez que el uso y goce de la cosa común por uno de los condóminos, hace presumir que lo hace por todos, por imperio de la norma del art. 2684 del Código Civil, actual art. 1986 del CC y C.
Dice que es necesario que el condómino que pretende prescribir demuestre que la posesión ha sido exclusiva, ya que cuando es común no basta con acreditar los recaudos normales para prescribir, sino que es necesario que se pruebe la interversión del título por medio de actos posesorios que revelen o impliquen la exclusión del resto de los comúneros (arts. 2353 y 2464 CC), y que en general si alguno de los herederos posee un bien a título de tal, comprendido en la comunidad hereditaria, no lo hace como dueño exclusivo sino como integrante de la comunidad. Cita jurisprudencia.
Por último se agravia por cuanto la resolución viola de manera ostensible las normas del art. 35 (derecho de propiedad), el art. 43 (defensa en juicio) de la Constitución Provincial y los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.
2) Que en fecha 05/4/16 y por actuación Nº 5379883 la contraria contesta el traslado del presente Recurso.
3) Que en fecha 19/09/18 (actuación Nº 10022114) dictamina el Sr. Procurador General opinando que debe hacerse lugar al Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad local interpuesto.
4) Que, luego de interpuesto el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad, en fecha 11/12/15 (actuación N° 4964964), desde el Tribunal de Alzada se intimó al recurrente para que en el término de cinco días cumplimente el pago de la tasa de justicia por el recurso interpuesto, bajo apercibimiento de lo dispuesto en el art. 311 inc. a) del C.T.
Que, notificado el decreto de intimación de pago de tasa de justicia en fecha 30/12/15, la misma no fue oblada, por lo que en fecha  22/02/16  y por actuación N° 5173948 se confeccionó el certificado de deuda (art. 312 Código Tributario) en concepto de tasa judicial y/o multa, por la suma de pesos SEIS MIL VEINTINUEVE ($ 6.029.-), conforme a la siguiente liquidación: Tasa de justicia (Recurso de Inconstitucionalidad $ 2.860,00), Multa por tasa no abonada ($ 2.860,00) e Intereses (desde 03/12/15 al 22/02/16 $ 309,00).
Que en fecha 11/03/19 y por actuación N° 1092849 contesta vista la Directora Coordinadora de la Oficina de Contralor de Tasas Judiciales informando que el certificado emitido en autos, no ha sido satisfecho, que fue asignado al Dr. ESTEVES LUCO en junio de 2016, el cual ha informado que no inició las gestiones judiciales aún, por lo que atento a que la tasa de justicia se encuentra impaga, solicita se aplique lo dispuesto por los arts. 284, 155, 28 y cc. del CT.
5) Que, la situación procesal descrita, es análoga a la habida en: “DEBIAS RAMÓN ÁNGEL y OTRA – POSESIÓN VEINTEAÑAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX Nº 213421/11 - STJSL-S.J.–S.D. Nº 004/16, del 04/02/2016, en la que en respuesta a la primera cuestión del Recurso de Casación se dijo: “…4) Que, antes de ingresar en el análisis formal de los recaudos de admisibilidad del recurso intentado, tal como ha sido propuesto en las cuestiones, debo advertir y coincidir con lo dictaminado por la Directora Coordinadora de la Oficina de Contralor de Tasas Judiciales, sobre que no constando el pago de la tasa de justicia, corresponde que por imperio de lo dispuesto en el art. 284 del Código Tributario y 252 del CPC y C (Ley VII-0920-14) no se dé curso al remedio intentado hasta tanto se haya satisfecho íntegramente el pago de tasa que por ley corresponde...”.
En igual sentido se resolvió en estos autos: “MAIDANA, JOSÉ ADOLFO s/ POSESIÓN VEINTEAÑAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 174278/5, en STJSL-S.J.–S.D. Nº 063/17 en fecha 21/06/17.
En consecuencia, se impone no seguir con el curso del trámite del Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad, hasta que no se acredite en forma el pago de la tasa de justicia.

Por lo expuesto y oído al Sr. Procurador General, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: Que conforme se ha votado la cuestión anterior, corresponde No continuar con el trámite del Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad, hasta tanto no se acredite debidamente el pago de la tasa de justicia.

Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.
A LA TERCERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: Conforme lo votado en la cuestión anterior, no corresponde su aplicación en este estadio del proceso. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: 1) Que conforme constancias del sistema IURIX, la parte demandada interpuso Recurso de Casación el día 23/11/15 (actuación Nº  4908475) contra la Sentencia Definitiva N° 55, de fecha 06/11/15, mediante la cual, la Excma. Cámara de Apelaciones, Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial de la Provincia de San Luis, resolvió: “Hacer lugar al recurso interpuesto por el actor, y en consecuencia, revocar la S.D. N° 149, de fecha: 29/09/14 haciendo lugar a la demanda interpuesta y declarando que se ha adquirido el dominio del inmueble relacionado en autos por usucapión a favor del actor JOSE ADOLFO MAIDANA, de condiciones generales obrantes en el presente, en los términos de los arts., 2351, 2377, 2378, 2379, 2384, 2394, 2395, 2396, 2398, 41015 y 4016 y cctes. del Código Civil, y Leyes 14. 159, modificada por D/ Ley 5657/58, 17.711 y 17.940, y arts. 242, 271, 272, 319/330 del CPC y C. y arts. 210 y 211 de la C. Provincial, disponiendo la inscripción, a su nombre en el Registro de la Propiedad inmueble, Dirección de Geodesia y Catastro, Dirección Provincial de Rentas, y Municipio correspondiente, con expedición de testimonio certificados de la misma”.
Los fundamentos del Recurso intentado lucen incorporados el 03/12/15 en actuación Nº 4954685.
Expresó que funda el recurso en los incs. a) y b) del art. 287 del CPC y C.  y que la Sentencia de Cámara ha omitido y dejado de aplicar la norma de los arts. 2353 y 2458 del Código Civil, actual art. 1915 del Código Civil y Comercial de la Nación, la norma del art. 2684 del Código Civil, actual art. 1986 del Código Civil y Comercial de la Nación, y aplicado erróneamente las normas de los arts. 4015 y 4016 del Código Civil, actuales arts. 1899 y siguientes del Código Civil y Comercial de la Nación, que regulan los requisitos, efectos y alcances del instituto de la prescripción adquisitiva de dominio.
Manifestó que resulta de aplicación obligatoria la normativa citada porque estamos en presencia de un condominio indiviso, en el que el actor entra en la posesión conjuntamente con sus hermanos coherederos en oportunidad del fallecimiento de su padre JOSÉ MAIDANA, y al tramitarse el juicio sucesorio recibió en condominio indiviso con sus hermanos una cuota parte del inmueble y en el año 1991 por compra en condominio con sus hermanos a MARIO REYES ALUME.
Señala que toda la prueba rendida en autos se reduce a la declaración de cuatro testigos y al reconocimiento judicial del inmueble. Asi, los testigos se han limitado a decir que desde que tienen uso de razón lo conocieron a MAIDANA en ese campo, que nació allí y se ha criado ahí, (todos igual) y el acta de reconocimiento solo deja constancia de la existencia de una casa que habita y otra que fue la casa paterna, de los cerramientos de todo el predio, y es aquí donde el oficial de justicia dice que MAIDANA lo ocupa desde hace más de sesenta años por ser continuador de su señor padre.
Menciona que esta prueba resulta claramente insuficiente porque el dominio corresponde a varias personas en condominio indiviso, que lo adquirieron en primer lugar con sus hermanos en la sucesión de su padre, y luego con la compra realizada en al año 1991.
Refiere que es necesario que el condómino que pretende prescribir, demuestre que la posesión ha sido exclusiva, ya que cuando es común no basta con acreditar los recaudos normales para prescribir, sino que es necesario que se pruebe la interversión del título, por medio de actos posesorios que revelen o impliquen la exclusión del resto de los comuneros (arts. 2353 y 2464 CC) y que en este caso, el actor no ha mencionado que ha intervertido el título de la posesión. Cita jurisprudencia.
Alega que el actor en toda la causa no ha probado ninguno de los extremos requeridos para que proceda la prescripción en el caso de condominio, y que la prueba rendida en autos y como las afirmaciones sobre la forma en que debe valorarse la prueba efectuadas por la Cámara, a través del voto de la mayoría, resultan inconsistentes e improcedentes porque carecen de valor y efectos en el caso de autos, en que estamos en presencia de un condominio en donde uno de los condóminos pretende atribuirse el carácter de PROPIETARIO ÚNICO.
Arguye que la Cámara ha sostenido su sentencia sobre la base de considerar acreditados los recaudos del art. 4015 del Código Civil y que sólo se ha limitado a tener en cuenta el hecho de la posesión y los actos posesorios realizados, sin valorar el origen y la naturaleza de la posesión, de la cual se infiere la existencia de copropietarios y coposeedores del inmueble.
Concluye que la Cámara ha errado en el análisis de las circunstancias del proceso, y en los requisitos exigidos de manera expresa por las normas legales vigentes para que proceda la prescripción adquisitiva, por lo que el fallo resulta una denegación de justicia, que vulnera los derechos de defensa en juicio, igualdad de las partes y de propiedad. Hace reserva de derechos.
2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, la contraria contestó en fecha 09/09/16 (actuación N° 6080202), en el que por los argumentos que expuso, solicitó se rechace el Recurso de Casación, con costas.
Expresó que de la simple lectura de los agravios del quejoso, se puede determinar que no encuadra y determina con precisión cual es la violación a la aplicación de la norma, solo se limita a poner de relieve que no se ha aplicado correctamente los arts. 2353 y 2458 del CC. actual art.1915, que luego se explaya cuestionando la valoración de la prueba colectada a la causa, circunstancia ajena al Recurso de Casación.
3) Que el 20/10/16 y por actuación Nº 6259069,  contestó vista el Procurador General, en la que se pronunció por el rechazo del Recurso por no revestir la sentencia atacada el carácter de definitiva en los términos del art. 14 de la Ley 48, toda vez que las sentencias posesorias no tienen el carácter de cosa juzgada material, ya que las puede hacer caer una acción real posterior, es decir la sentencias de juicios posesorios, no tienen el carácter de definitivas, porque les queda la vía de la acción real de reivindicación.
4) Que ante todo corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del Recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación.
En este sentido se advierte que el Recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, en atención a la fecha de notificación de la sentencia atacada (17/11/15), de interposición del Recurso (23/11/15) y de fundamentación del mismo (03/12/15).
De igual modo, se advierte que la sentencia que se recurre es equiparable a definitiva, y en la oportunidad prevista por el art. 290 del CPC y C, se acompañó boleta de depósito.
Por ello, VOTO a esta CUARTA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA y SEXTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: Que para que el proceso impugnativo llegue a feliz término deben satisfacerse, no solo los recaudos de admisibilidad, sino también los que hacen a su procedencia. Particularmente, el medio impugnativo intentado “solo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley.” (cfr. Hitters, J.C. “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la casación”, 2ª  Ed., Librería Editora Platense, La Plata 1998. Pág. 213).
Así, los motivos que dan cabida a esta vía extraordinaria están expresamente contemplados en el art. 287 del CPC y C., invocando la recurrente la “omisión de aplicar la ley que corresponde y la errónea interpretación de una norma legal”.

Que avocada a la resolución del Recurso, y del análisis de la exposición recursiva y tal como ha sido relatado precedentemente, en lo pertinente, es evidente que la crítica del fallo parte fundamentalmente de una discrepancia respecto de las valoraciones probatorias realizadas por el ad quem, lo que se encuentra expresamente vedado en este tipo de recursos.
En primer lugar, el recurrente expresa que la Cámara ha omitido y dejado de aplicar los arts. 2353, 2458, 2684, 4015 y 4016 del Código Civil, actuales arts. 1915, 1986 y 1899 y siguientes del Código Civil y Comercial de la Nación, que el actor en ningún escrito hace referencia a la fecha en que entró en posesión exclusiva y excluyente del inmueble, ni cuando comenzó a poseer a título de dueño y que la prueba rendida en autos se reduce a la declaración de cuatro testigos y reconocimiento judicial del inmueble, la cual es insuficiente porque el dominio corresponde a varias personas en condominio indiviso, que adquirieron en primer lugar con sus hermanos en la sucesión y luego por la compra realizada en el año 1991.
En segundo lugar, expone sobre la errónea interpretación de una norma legal, pues la sentencia se ha limitado a considerar el hecho de la posesión y los actos posesorios realizados, sin considerar el origen y la naturaleza de la posesión, de la cual se infiere la existencia de copropietarios y coposeedores del inmueble.
Resulta incuestionable entonces que los fundamentos del Recurso apuntan a cuestiones de índole procesal, y es conocido que, cuando el presunto error jurídico versa sobre presuntos errores in procedendo, el planteo casatorio no procede.
En este sentido, este Superior Tribunal ha resuelto: “La casación es función judicial que tiene por objeto anular sentencias que contengan errores de derecho civil, comercial, minas, penal y laboral, y no de origen "in procedendo" (arts. 287, 288, 301 y 303 CPCC). El error jurídico cuando versa sobre la actividad procesal es error "in procedendo", nunca la infracción a la ley procesal puede configurar un vicio "in iudicando"”. (STJSL-SJ-S.D. N° 4/07 del 27-02-2007, “GARCÍA MAIZTEGUI, JULIO C. OSVALDO RUBÉN MURACT - DEMANDA EJECUTIVA - RECURSO DE CASACIÓN” Expte. 2-G-05).
A la par, debo señalar que para la procedencia del recurso no basta con invocar una errónea aplicación legal, sino que luego es preciso indicar el agravio concreto que la misma produce, sin duda considero que las afirmaciones contenidas en la fundamentación del Recurso respecto a que el fallo resulta denegación de justicia y que vulnera los derechos de defensa en juicio, igualdad de las partes y de propiedad, son insuficientes y no cumplen con tal recaudo.
En este contexto, cabe recordar que este Superior Tribunal incansablemente ha dicho: “Si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado.” (STJSL-S.J.–S.D. N° 022/14 del 13/03/14 “ABERASTAIN, GUSTAVO ARIEL c/ SERVITRANS S.R.L. y OTROS s/ DEMANDA LABORAL - RECURSO DE CASACION” Expte. Nº 12-A-13 - IURIX Nº 128648/9), en tanto “en lo que respecta a la merituación de la prueba, los jueces son libres en la selección de los medios probatorios e indiciarios que los conducen a establecer los hechos, y de optar por aquellos que les ofrecen mayores garantías de eficacia en el descubrimiento de la verdad, ya sea omitiendo o haciendo prevalecer unos u otros, por lo que esta temática queda- por regla- excluida del control casatorio, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado.” (cfr. STJSL-S.J.–S.D. N° 065/14 del 29/05/2014 “CORREA, LUIS PABLO c/ VOLTELEC MATERIALES ELECTRICOS S.R.L. y OTROS s/ EMBARGO PREVENTIVO – LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN.” Expte. Nº 12-C-2013 – IURIX EXP. Nº 104279/9).
Para concluir, entiendo oportuno citar jurisprudencia que siguiendo tales lineamientos ha resuelto: “Compete al interesado en la admisibilidad formal del recurso de casación efectuar la demostración de la existencia del gravamen irreparable, perfilando con exactitud el perjuicio real y actual que le ocasiona el auto de la Cámara, siendo inoperantes los presuntos agravios futuros o conjeturales, a cuyo fin debe expresar en forma precisa, concreta y razonada los argumentos en los cuales sustenta el recurso de casación, que necesariamente deberá encuadrar en alguna causa legal.” (cfr. Superior Tribunal de Justicia de Santiago del Estero, 23-06-06, Fernández, Miguel vs. Putignano, Ernesto y otro s. Cobro de pesos por daños y perjuicios - Queja por casación denegada. Infojus; RC J 13338/11, acceso el 25/06/14).

En consecuencia, conforme a los fundamentos dados,  el Recurso de Casación no procede (art. 288, actual Cód. Procesal; Ley N° VI-0150-2013), por lo que VOTO a estas QUINTA y SEXTA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a estas QUINTA y SEXTA CUESTIÓN.
A LA SEPTIMA CUESTIÓN la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN, dijo: Atento a la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, corresponde el rechazo del Recurso de Casación interpuesto, con pérdida del depósito (art. 290 Cód. Procesal, Civil y Comercial de la Pcia. -Ley N° VI-0150-2013). ASÍ LO VOTO.
 Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SÉPTIMA CUESTIÓN.
A LA OCTAVA CUESTION la Dra. CORVALAN, dijo: Las costas deben imponerse a la recurrente en casación vencida (art. 68 del CPC y C). ASÍ LO VOTO.
 Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación.
                                                                                 ///…

///…
San Luis, veintisiete de mayo de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) No continuar con el trámite del Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad interpuesto por la demandada, hasta tanto no se acredite debidamente el pago de la tasa de justicia.

II) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto, con pérdida del depósito. 
III) Costas a la recurrente vencida en Casación.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.
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